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i n t ro d u c c i  n
La tradición jurídica colombiana, siguiendo el proceso de codificación de-
cimonónico, se orientó a fundamentar la vinculatoriedad del contrato sobre 
el concepto de autonomía privada. De tal forma, en lo relativo a los efectos 
de estos negocios jurídicos, la disposición del artículo 160 del Código Civil 
colombiano estableció que “todo contrato legalmente celebrado es una ley 
para los contratantes y no puede ser invalidado sino por un consentimiento 
mutuo o por causas legales”. Acto seguido, en lo referido a su interpreta-
ción, el artículo 1618 desarrolla un enfoque voluntarista1 del concepto de 
autonomía privada al prescribir que, “conocida claramente la intención de 
los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras”. En 
ese sentido, se está a su voluntad soberana.
No obstante, estas previsiones no están absueltas de limitaciones en las 
codificaciones liberales y, en diferentes escenarios, el mismo Código Civil 
se encarga de explicitarlas. Así, v.gr., el artículo 1945 prevé la posibilidad de 
incorporar a la compraventa diferentes pactos lícitos, estableciendo que no son 
posibles las manifestaciones de la voluntad que contraríen normas del ordena-
miento jurídico. Así, el principal límite de la previsión legal sobre el desarrollo 
de la autonomía jurídica es, entonces, el ordenamiento jurídico mismo.
*  Abogada de la Universidad Externado de Colombia; especialista en Derecho Contractual y Re-
laciones Jurídico Negociales y en Contratación Estatal de la misma casa de estudios; “Diplome 
Superieur d’Université - Droit Civil” de la Universidad Panthéon-Assas (París ii), con maestría 
en “Contrats et responsabilités des professionels” de la Universidad de Toulouse 1; candidata a 
doctora en Derecho por la Universidad Panthéon-Assas (París ii).
1 Posición entendida según la visión clásica, la cual hace énfasis en la voluntad como fuente creadora 
de derechos y obligaciones en virtud de “esa libertad inicial y soberana, que pertenece a todo 
hombre”. En pocas palabras, es la voluntad enmarcada en parámetros de libertad como derecho 
inalienable del ser humano, en el marco de una concepción iusnaturalista, la justificación única 
para dotar a los actos que ejecutan los individuos dentro de una sociedad de eficacia y protección 
por parte del ordenamiento jurídico. Véase gounot, emmanuel. Le principe d’autonomie de la 
volonté en droit privé. París: Arthur Rousseau, 191, pp. 7-9.
 hinestrosa, fernando. Tratado de las obligaciones ii, De las fuentes de las obligaciones, El negocio 
jurídico, vol. i. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 015, p. 148.
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La cuestión toma mayor importancia al analizar el artículo 16 del Códi-
go Civil colombiano el cual ordena: “No podrán derogarse por convenios 
particulares las leyes en cuya observancia están interesados el orden y las 
buenas costumbres”. Estos dos conceptos son los que la doctrina clásica ha 
desarrollado y ha dotado de contenido para limitar la autonomía privada.
En lo atinente a las buenas costumbres, aunque el Código Civil no da 
una definición de estas, la doctrina ha señalado que “corresponden a la 
expresión de los sentimientos y creencias de un tiempo determinado y pre-
valeciente en una sociedad dada y compete al juez en cada caso determinar 
si tal comportamiento corresponde al ius cogens, dado su carácter dinámico e 
histórico”. De lo anterior se entiende que el concepto de buenas costumbres 
no se comprende en la ley; por el contrario, es la sociedad la que establece, 
de acuerdo con sus concepciones morales colectivas, los parámetros para 
definirlas.
En cuanto al concepto de orden público, se ha entendido que corresponde 
a los “dictados políticos que señalan terminantemente la primacía del interés 
social sobre el individual y procuran enrumbar la actividad privada del modo 
que sea más conveniente para la comunidad entera, como se la considere, 
en el momento y según las circunstancias más útiles socialmente”4-5. Esta 
definición nos encauza en los lineamientos a los que debe someterse la ac-
tividad privada en el marco de las prescripciones normativas y sociales que 
se le imponen.
Además de esto, los límites que se le imponen a la autonomía privada 
son variables, siendo los jueces los llamados a determinarlos. Al respecto 
Díez-Picazo y Gullón manifiestan: 
 sierra gutiérrez, abdón. “La autonomía privada en el Estado Social de Derecho –concepto 
y evolución– vista desde el sistema jurídico colombiano y venezolano”. Revista Advocatus, Uni-
versidad Libre, n.º 18, 01, p. 9.
4 hinestrosa, fernando. “Función, límites y cargas de la autonomía privada”. Revista de Derecho 
Privado, Universidad Externado de Colombia, n.º 6, enero-junio, 014, p. 18.
5 Según Hinestrosa, existen dos tipos de orden público: un orden público de carácter político y 
un orden público de carácter económico. El primero hace referencia al orden público clásico, 
en el cual el ordenamiento jurídico prohíbe y sanciona los negocios jurídicos contrarios a la 
seguridad del Estado a través de la nulidad de estos. Este tipo de orden público político puede 
verse fundamentalmente en un sentido negativo, en tanto que prohíbe celebrar ciertos negocios 
jurídicos. Por el contrario, el segundo tipo de orden público es de corte intervencionista. En 
este, el Estado interfiere en las relaciones sociales restringiendo la libertad de contratación para 
garantizar libertades individuales y para reconocer y tutelar ciertas condiciones de desigualdad 
de las partes que integran el negocio jurídico. Ibíd., pp. 1-.
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La autonomía privada no es una regla de carácter absoluto. Otorgar carácter absoluto 
a la autonomía privada sería reconocer el imperio sin límite del arbitrio individual. 
El problema de la autonomía privada es un problema de límites. La naturaleza del 
hombre y el respeto a la persona exigen el reconocimiento de la autonomía, pero 
el orden social precisa que esa autonomía no sea absoluta, sino limitada […]. Lo 
primero que se observa es la falta de fijeza absoluta de los límites de la autonomía. 
Son siempre líneas fluctuantes, porque tanto el concepto de orden público, como la 
concreción de lo moral o inmoral en materia de derecho privado, son variables que 
están en función de las coordenadas históricas vigentes. De ahí el relevante papel 
que asume la autoridad judicial como intérprete o portavoz de las corrientes sociales, 
políticas o económicas de la época, y de ahí también, no hay razón para negarlo, 
la inseguridad que provocan estas normas con supuestos de hecho tan abiertos6.
Así las cosas, es evidente la importancia que cobran en el debate doctrinario 
los límites que supeditan la autonomía privada. Si bien somos conscientes 
del entendimiento clásico que destaca los conceptos tratados con anteriori-
dad, igualmente hay que reconocer el importante avance histórico y social 
desde la expedición de la Ley 57 de 1887; destacando, para los efectos de 
la proposición, el cambio particular al que se ha visto expuesto el sistema 
de fuentes con prevalencia de la ley en el siglo xix, hacia un sistema donde 
la Constitución Política supera su rol auxiliar y pasa a ser un conjunto de 
disposiciones con aplicación directa en el cual se encuentran, por encima 
de todo, límites a la actividad económica privada, ordenados a partir de la 
propuesta normativa plasmada por el constituyente.
De tal forma, cabe afirmar que se han presentado unos cambios en la 
manera en que se desenvuelven los límites de la autonomía privada7. El 
desarrollo constitucional, particularmente en sede jurisprudencial, y su 
constante interacción con los principios del derecho privado, ha conducido 
a una evolución en el entendimiento de los fundamentos de la vinculatorie-
dad del contrato, particularmente respecto de la manera como se proyecta 
la autonomía privada.
Para desarrollar la anterior idea, consideraremos bajo un prisma cons-
titucional el desarrollo del concepto de autonomía privada, para luego 
6 díez-Picazo, luis maría y gullón, antonio. Sistema de derecho civil, 6.ª ed. Madrid: Tecnos, 
1998, pp. 79-80. 
7 costa, D. y Pélissier, A. (eds.). Contrats et droits fondamentaux. Aix-en-Provence: Presses Uni-
versitaires d’Aix Marseille, 011.
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analizar algunas dinámicas que se han desarrollado en el marco de la labor 
jurisprudencial de la Corte Constitucional de Colombia.
I .  l a  au tonom  a  p r i va da  e n  la  r e g u lac i  n 
c o n s t i t u c i o na l  c o lom  i a na 
Desde los inicios de la Corte Constitucional colombiana en 199, uno de los 
temas más recurrentes en su jurisprudencia ha sido el relativo al contenido 
y los límites de la autonomía privada. Esto es apenas coherente, ya que una 
de las innovaciones8 de la Carta de 1991 es la inclusión de la llamada “Cons-
titución económica”, concepto que hace referencia al subsistema constitu-
cional en el cual se deben enmarcar las actividades económicas tanto de los 
particulares como del Estado9. Esta regulación recae sobre aspectos tales 
como la propiedad privada, la libre competencia, la libertad contractual, la 
libertad de empresa, la explotación de recursos, la intervención de los poderes 
públicos en la actividad económica privada, entre otros10. 
En ese orden de ideas, la Corte, en su labor de intérprete de la Consti-
tución, ha determinado que los contenidos económicos planteados por esta 
no son neutros. Al contrario, la Constitución contempla normas claramente 
8 Se habla de innovaciones debido a que en los textos constitucionales clásicos no había disposicio-
nes tendientes a abordar aspectos económicos. Las constituciones del siglo xix, respondiendo al 
enfoque liberal y de separación de los ámbitos público y privado, limitaba la regulación directa 
de las relaciones económica por parte del Estado. Al respecto dice Santaella: “la labor del cons-
tituyente debía eludir cualquier regulación sobre la materia que excediera la proclamación de 
los derechos de corte liberal como la propiedad y la libertad de empresa y comercio, necesarios 
para el normal desenvolvimiento de las fuerzas del mercado. Esto no quiere decir, no obstante, 
que la regulación del orden económico fuera un asunto indiferente para la Constitución, pues, 
todo lo contrario, el no establecimiento de una regulación detallada sobre la cuestión ponía de 
presente la adopción de un sistema económico de corte liberal, en el que la economía debía ser 
libre a cargo de los particulares y sin injerencia alguna de los poderes públicos. De esta suerte 
puede decirse que se establecía un modelo, pero no se le regulaba ya que lo propio del mismo 
era su capacidad de autorregulación resultado del libre juego de las reglas del mercado cuyo 
cumplimiento aseguraba el Estado con su no intervención”. santaella, héctor. “El modelo 
económico en la Constitución de 1991”. Revista Derecho del Estado, Universidad Externado de 
Colombia, n.º 11, diciembre 001, pp. 85-86.
9 correa henao, magdalena. La libertad de empresa en el Estado social de derecho. Bogotá: Uni-
versidad Externado de Colombia, 008, p. 85.
10 garcía, nelson y almonacid, juan. “La Constitución Económica de 1991: instrumento jurídico 
para la democratización de la economía colombiana”. Revista Pensamiento Jurídico, Universidad 
Nacional de Colombia, n.º 10, 1998, p. 147.
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dirigidas a establecer las bases de la relación entre el Estado y la economía11. 
De esa manera, el artículo  CP consagra la libertad de empresa y la libre 
iniciativa privada, pero a continuación le impone los límites en virtud de 
los cuales el ejercicio de estos derechos “debe acompasarse con la función 
social de la empresa, el interés social, la necesidad de contar con un mercado 
competitivo, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”1. 
A su turno, el artículo 4 CP le impone al Estado la obligación de ser 
el director general de la economía, estableciendo en cabeza suya una serie 
de competencias tendientes a garantizar el goce efectivo de las mencionadas 
libertades, el cumplimiento de los límites que le son propios, junto con las 
demás finalidades de la intervención que ha previsto el constituyente, como 
son el uso adecuado de los recursos naturales y del suelo; la producción, 
utilización y consumo de los bienes y servicios públicos y privados; la ra-
cionalización de la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportuni-
dades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano; 
el logro del pleno empleo de los recursos humanos; el aseguramiento a todas 
las personas y, en especial a las de menores ingresos, buscando que tengan 
acceso efectivo a los bienes y servicios básicos; y, por último, la promoción 
de la productividad, la competitividad y el desarrollo económico.
Como bien puede apreciarse del contenido normativo de estas dos dispo-
siciones, cuyo objetivo es estatuir la base social de la economía de mercado 
imperante en la sociedad colombiana, la Constitución no toma una posición 
indiferente en el plano económico. Por el contrario, el texto constitucional 
impone mandatos a cargo del Estado para intervenir y dirigir la economía 
en función de resguardar y corregir las desigualdades sociales imperantes 
en las relaciones jurídicas privadas.
El fundamento jurídico en el cual se enmarcan estas disposiciones está 
íntimamente ligado con la concreción del Estado social y democrático de 
derecho en la Constitución de 1991. Esto adquiere especial relevancia en la 
vertiente ideológica que proclama el concepto de Estado social, entendido 
este en términos económicos como un sustento para lograr una justicia 
material mínima, estableciendo, de esta manera, prestaciones a cargo del 
11 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-88 de 01.
1 Ibíd.
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Estado y de los asociados1. Esto, a partir de su talante intervencionista en 
la esfera económica de la sociedad para brindar condiciones de igualdad y 
justicia que permitan suprimir cualquier tipo de abuso. 
En estas circunstancias es evidente que el contenido de la autonomía 
privada está seriamente determinado por los parámetros económicos impues-
tos por la Constitución Política. A pesar de que este aspecto no es del todo 
innovador, ya que desde la reforma constitucional de 196 se instituyeron 
normas tendientes a limitar el concepto de autonomía privada14, sí es im-
portante mencionar que el constituyente de 1991 amplió dicha orientación 
al introducir conceptos como los de Estado social de derecho, dignidad 
humana y prevalencia del interés general sobre el particular, entre otros. 
Sin embargo, es necesario aclarar que, si bien la Constitución Política ha 
impuesto nuevos límites a la autonomía privada, esta sigue siendo la regla 
general dentro del ordenamiento jurídico colombiano. En virtud de esta 
característica, la autonomía privada debe ser prevalentemente aplicada, y 
solo se podrá desconocer cuando ponga en peligro los fines sociales que el 
Estado está obligado a proteger15.
Con base en lo anterior, la Corte ha reconocido que la autonomía privada 
es un principio protegido por la Constitución de 1991. Aunque esta no lo 
dispone de manera explícita, es evidente que en su andamiaje instauró una 
serie de prerrogativas tendientes a su consagración de manera sistemática, 
y de las que se deduce así:
1 uPrimny, rodrigo. “La motivación de las sentencias y el papel del juez en el Estado social y 
democrático de derecho”. Revista Pensamiento Jurídico, Universidad Nacional de Colombia, n.º 
4, 1996, p. 1.
14 El Acto Legislativo 01 de 196 tuvo como gran objetivo introducir cláusulas sociales a la Cons-
titución Política. En ese sentido, los artículos 10.º y 11, respectivamente, consagraron la función 
social de la propiedad y la posibilidad estatal para “intervenir por medio de leyes en la explotación 
de industrias públicas o privadas”. 
15 A este respecto, Correa Henao manifiesta que la autonomía privada debe ser tenida como “prin-
cipio general del Derecho, esto es, como supuesto de base del sistema jurídico desde el cual se 
reconoce y protege a la persona y a la realización de sus fines como centro de razonamiento. 
Por ello, su aplicación deberá proceder a falta de disposición legal en contrario y en detento de 
la costumbre, pero también y para todos los casos como criterio hermenéutico desde el cual se 
haya de preferir la interpretación de las normas jurídicas a favor de la autonomía privada y en 
contra de su restricción o limitación”. correa henao. La libertad de empresa en el Estado social 
de derecho, cit., p. 479.
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i. El artículo 14, que consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica; ii. El artículo 16, que consagra el derecho al libre desarrollo de la perso-
nalidad; iii. El artículo 58, que regula lo correspondiente a la función social de la 
propiedad; iv. Los artículos 8 y 9, que proclaman la libertad de asociación y; v. 
El artículo , que, entre otras, proclama la libertad contractual16. 
La Corte Constitucional, además de darle a la autonomía privada el carácter 
de principio, también ha dicho que esta constituye una garantía constitu-
cional y un derecho. En lo que respecta a lo primero, podemos decir que el 
concepto de garantía constitucional hace referencia a los “medios o instru-
mentos que la Constitución Nacional pone a disposición de los habitantes 
para sostener y defender sus derechos frente a las autoridades, individuos 
o grupos sociales”17. 
En lo que respecta a la autonomía privada como derecho, en la sentencia 
T-4 de 00 la Corte Constitucional se preguntó si esta constituye un de-
recho patrimonial o fundamental, para concluir, a partir del análisis de sus 
elementos, que se trata de un derecho fundamental18. Dijo entonces la Corte:
El derecho a la autonomía privada no es entonces un derecho patrimonial, no es 
reconocido ex singuli, ni depende de ciertas situaciones jurídicas, no es disponible 
ni enajenable por parte de su titular o de un tercero (Estado o particular) y no es 
atribuido ex negotium sino que tiene su fuente directa en la Constitución y en la 
Ley, y constituye desarrollo imprescindible tanto del derecho al reconocimiento de 
la personalidad jurídica (artículo 14 Superior) como del derecho al libre desarrollo 
de la personalidad y el principio general de libertad (artículo 16 Superior).
Pero la Corte Constitucional ha ido mucho más allá, y en sus pronuncia-
mientos recientes ha delimitado el derecho fundamental a la autonomía 
16 Al respecto manifiesta la Corte Constitucional en la sentencia SU-157 de 1999: “La autonomía 
de la voluntad privada y, como consecuencia de ella, la libertad contractual, gozan de garantía 
constitucional. Sin embargo, como esta Corporación lo ha señalado, aquellas libertades están 
sometidas a condiciones y límites que le son impuestos, también constitucionalmente, por las 
exigencias propias del Estado social, el interés público y por el respeto de los derechos funda-
mentales de otras personas. La ampliación de la eficacia de los derechos fundamentales a la esfera 
privada exige que la actuación de los poderes públicos se amplíe para promover las condiciones 
para que la igualdad y la libertad de los individuos sean reales y efectivas, lo cual indudablemente 
conduce a que la autonomía negocial respete la Constitución”.
17 catanese, maría florencia. Garantías constitucionales del proceso penal. Buenos Aires: Univer-
sidad de Buenos Aires, 007, p. 1.
18 Cfr. ferrajoli, luigi. Los fundamentos de los derechos fundamentales. Madrid: Trotta, 001.
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privada en el marco del principio de dignidad humana –el cual se ha erigido 
como una de las piedras angulares del sistema constitucional colombiano–, 
los derechos fundamentales, la prevalencia del interés general, la función 
social de la propiedad y de la empresa, y el bien común como límite de la 
libre iniciativa privada y los poderes estatales de intervención económica; 
siendo meritorio, además, el hecho de otorgarle a la autonomía privada como 
derecho un carácter instrumental, toda vez que “no se concibe como un 
simple poder subjetivo de autorregulación de los intereses privados, “sino 
como el medio efectivo para realizar los fines correctores del Estado Social, 
a través del mejoramiento de la dinámica propia del mercado”19.
En este escenario, la figura que nos ocupa deja de ser un mero vehículo 
de gestión de intereses privados y se convierte en mecanismo de realización 
de los fines esenciales del Estado previstos en el artículo .º superior, con-
dicionando su protección a la armonía de aquella con los demás principios 
y reglas constitucionales. 
Para ejemplificar estos propósitos expondremos brevemente la labor de la 
Corte Constitucional en distintas providencias, en las que busca conciliar el 
concepto de autonomía privada con las limitaciones impuestas por los prin-
cipales valores constitucionales con los cuales puede llegar a tener fricciones. 
I I .  au tonom  a  p r i va da  e  i n t e r  s  p   l i c o 
El concepto de interés público, que tantas veces ha sido tratado por la juris-
prudencia de la Corte Constitucional, resulta de difícil manejo ya que cons-
tituye un concepto jurídico indeterminado0. En la normatividad colombiana 
19 “Dicha autonomía se convierte en un derecho íntimamente ligado y vinculado a la dignidad de la 
persona humana, ya que se erige en el instrumento principal e idóneo para la satisfacción de las 
necesidades básicas, mediante el poder que le otorga el ordenamiento positivo para regular sus 
propios intereses en el tráfico jurídico. De ahí que, en la actualidad, se estime que es indispensable 
conferir un cierto grado razonable de autorregulación a los asociados, a través del reconocimiento 
de un núcleo esencial de libertad contractual, destinado a suplir la imposibilidad física, técnica y 
jurídica del Estado para prever ex-ante todas las necesidades de las personas”: Colombia. Corte 
Constitucional. Sentencia C-186 de 011.
0 Esta última noción hace referencia a “conceptos con los que las leyes definen supuestos de hecho 
o áreas de intereses o actuaciones perfectamente identificables, aunque lo hagan en términos 
indeterminados, que luego tendrán que concretarse al momento de su aplicación”: garcía de 
enterría, eduardo. “Una nota sobre el interés general de los conceptos indeterminados”. Revista 
Española de Derecho Administrativo, n.º 89, enero-marzo, 1996, p. 8.
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es habitual encontrar normas jurídicas que contienen dicho concepto, siendo 
ejemplo claro de ellas el orden público, la buena fe, la seguridad nacional, 
la utilidad pública, entre otras. En la Constitución Política, el concepto de 
interés público se encuentra presente en los artículos 58, 118, 5, 6 y 
55. En estos, se señala como característica general que el Estado dentro de 
sus actividades deberá considerar siempre la protección del interés público. 
Ahora bien, para el tema que nos atañe en este texto, el artículo que cobra 
mayor relevancia es el 5, el cual dispone: 
Artículo 5. Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra 
relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de capta-
ción a las que se refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de interés 
público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme a 
la ley, la cual regulará la forma de intervención del Gobierno en estas materias y 
promoverá la democratización del crédito.
Como bien puede apreciarse, esta disposición constitucional supedita acti-
vidades que históricamente han estado relacionadas con el derecho privado 
a un concepto típico del derecho administrativo. En esas circunstancias, 
las personas, bien sean naturales o jurídicas, que realicen alguna de estas 
actividades, ven limitada su capacidad negocial de una manera tal que su 
competencia termina, en buena parte de su extensión, siendo reglada por 
el Estado. 
Bajo ese entendido, la Corte Constitucional ha manifestado que el prin-
cipio de interés público es uno de los límites a la autonomía privada. Lo 
anterior se puede corroborar con la sentencia SU-166 de 1999, en la cual 
la Corte estudió un proceso de tutela en el cual un ciudadano pedía que se 
le protegiera su derecho fundamental de petición por cuanto un comisio-
nista de bolsa no había respondido a su solicitud para vender un paquete 
accionario. Aunque se le negó el amparo, la Corte entró a hacer una amplia 
disertación sobre los límites a la autonomía privada en la actividad bursátil, 
la cual, como ya se mencionó, se encuentra protegida por el artículo 55 
CP. En ese orden de ideas, la Corte manifestó que esta actividad, por ser de 
interés público, se encuentra ampliamente regulada por el Estado, quien 
tiene la obligación de garantizar que las actividades que se realicen en el 
marco de esta se hagan bajo estrictos parámetros de igualdad y trasparencia. 
Por tal motivo concluyó:
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La autonomía negocial de los comisionistas de bolsa se encuentra limitada no sólo 
por la ley sino por la Constitución, pues esta última norma también se proyecta a 
las relaciones entre particulares. Sin embargo, ello no quiere decir que todas las 
relaciones comerciales de quienes desempeñan una actividad de interés público 
adquieren rango constitucional, pues ello vaciaría el contenido de la normatividad 
ordinaria y desconocería la esencia de la norma rectora del ordenamiento jurídico. 
No obstante, en ocasiones, la autonomía particular de quienes desempeñan esas 
actividades podría involucrar derechos constitucionales.
Pero tal vez donde se han visto más limitaciones a la autonomía privada es 
en el contrato de seguro. Un caso en el que esto se hace patente es la sen-
tencia T-517 de 006, en donde la Corte analizó un proceso en el que a una 
ciudadana se le negó una póliza que le era exigida judicialmente para prestar 
caución y así proceder al embargo y secuestro de bienes de su demandado. 
La Corte, después de hacer un recorrido por los motivos que llevan a con-
cluir que las actividades de aseguramiento son de interés público, procede a 
determinar los límites de la autonomía privada dentro de esta actividad. En 
cuanto a esto, menciona que si bien, por regla general, debe primar la auto-
nomía privada, cuando se produce una tensión entre esta y derechos como 
el acceso a la administración de justicia o a la reparación de las víctimas, se 
debe abogar por la protección de estos últimos. 
En este punto es paradigmática la forma como la Corte plantea limitacio-
nes serias al derecho fundamental de la autonomía privada. Esto se evidencia, 
por ejemplo, en el hecho de que el oferente de estos servicios queda obligado 
a contratar con cualquiera que se lo proponga, a no ser que tenga motivos 
objetivamente razonables para no hacerlo. Al respecto, ha dicho la Corte: 
Hay que tener en cuenta que la prevalencia del interés general o público es uno 
de los principios que fundamentan el Estado Social de Derecho conforme al 
artículo 1.º de la Constitución Política. La Constitución no ha calificado la ac-
tividad financiera como un “servicio público” sino como de “interés público”. 
Según la Corte Constitucional decir que la actividad financiera es de “interés 
público” significa que “esta actividad debe buscar el bienestar general. Si bien 
no hay definición constitucional ni legal sobre “interés público” es un concepto 
que conlleva atender el interés general o el bien común, y no solo tener en cuenta 
consideraciones de interés patrimonial. Por tanto, no es aceptable a la luz de los 
derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, o del derecho 
a la reparación de las víctimas, que la negativa a expedir una Póliza Judicial no se 
motive, o se fundamente exclusivamente en la libertad de contratar, o tenga como 
causa criterios no objetivos, o no razonables, o subjetivos. No es jurídicamente 
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admisible darle efectos a la discrecionalidad absoluta respecto a si se otorga o no 
una Póliza de Seguros en tratándose de actividades de interés público que exigen 
tener en cuenta razones que conlleven la prevalencia del bien común, y protección 
de la parte débil, o que se encuentre en estado de indefensión, o cuando se trate 
de proteger un derecho fundamental. 
Partiendo de lo expuesto, se puede concluir que la Corte, en su jurispruden-
cia, ha marcado un claro precedente tendiente a limitar la autonomía privada 
en las situaciones donde media alguna de las actividades que el artículo 55 
CP clasifica como de interés público. Esta limitación está dada por el rol 
que cumplen las entidades prestadoras de estos servicios en la sociedad. La 
razón por la cual la Corte impone estas limitaciones es que se ponen en juego 
derechos fundamentales que, en casos determinados, resultan más valiosos 
que la autonomía privada1. 
I I I .  au tonom  a  p r i va da  y  f u n c i  n  s o c i a l 
d e  la  p ro p i e da d 
A lo largo de la historia constitucional de Colombia ha sido una constante 
la protección de la propiedad privada. Ya en la Constitución Política de 
181, que fue la primera que rigió en el país, el constituyente se esmeró por 
establecer una fuerte protección a la propiedad privada. Esa misma senda 
tomaron todas las constituciones del siglo xix, que protegieron la propie-
dad como un derecho casi absoluto, que solamente podía ser limitado en 
circunstancias excepcionales. 
1 Esta construcción hermenéutica a todas luces parece obedecer a las características típicas de 
un juicio de ponderación. El concepto de ponderación hace referencia a “la forma de resolver 
incompatibilidades entre normas jurídicas prima facie”. Igualmente, “[e]s la manera de aplicar 
los principios y de resolver las colisiones que puedan presentarse entre ellos”: bernal Pulido, 
carlos. El derecho de los derechos. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 005, pp. 95-99.
 La Constitución Política de 181, ya desde su preámbulo, protegía la propiedad privada, esta-
tuyéndola como fin del Gobierno, y tomando mayor fuerza tal pretensión en su artículo .º, el 
cual disponía: “Es un deber de la nación proteger por leyes sabias y equitativas la libertad, la 
seguridad, la propiedad y la igualdad de todos los colombianos”.
 Un ejemplo de limitación a la propiedad se puede encontrar en el Decreto del 9 de septiembre 
de 1861 que dio inicio al proceso de desamortización de bienes de manos muertas. En virtud de 
este, las propiedades pertenecientes a la Iglesia pasaban a formar parte de los activos del Estado. 
Al respecto, véase jaramillo, roberto y meisel, adolfo. “Más allá de la retórica de la reacción. 
Análisis económico de la desamortización en Colombia, 1861-1888”. Cuadernos de Historia Eco-
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Esta situación se prolongó hasta el ya mencionado Acto Legislativo 01 
de 196, el cual proclamó la función social de la propiedad. Aquella norma 
fue recogida y ampliada por la Constitución Política de 1991 en lo siguientes 
términos:
Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos 
con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados 
por leyes posteriores.
Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o 
interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la nece-
sidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es in-
herente una función ecológica. 
[…]
Tal y como puede observarse, la Carta de 1991, además de dotar a la propie-
dad privada de una función social, también le asigna una función ecológica. 
Bajo estos dos parámetros es claro que el constituyente decidió implantar 
un sistema en virtud del cual el derecho de propiedad, aunque debe ser 
protegido por el Estado, se encuentra limitado.
Estas limitaciones que establece el ordenamiento jurídico al derecho de 
propiedad están íntimamente relacionadas con el rol que la Corte Consti-
tucional le ha reconocido a la autonomía privada. La anterior relación en-
cuentra sus cimientos en que estas prerrogativas, que otrora fueron la piedra 
angular del derecho privado colombiano, hoy se encuentran seriamente 
determinadas por los principios y derechos fundamentales que emergen de 
la Constitución Política, dotándolas, así, del citado carácter instrumental, 
el cual se materializa, principalmente, a través del deber de cumplimiento 
de una función social.
La Corte Constitucional ha puesto de manifiesto esta relación en su juris-
prudencia, siendo un ejemplo claro de lo anterior la sentencia T-75 de 1997. 
En dicha ocasión, la Corte estudió un caso en el que una microempresa, que 
nómica y Empresarial, Banco de la República, n.º , 008, disponible en: http://www.banrep.
gov.co/docum/Lectura_finanzas/pdf/chee_.pdf (Consultado el 1.º de agosto de 018).
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fabricaba velas, no pudo seguir adquiriendo parafina, material esencial para 
su elaboración, ya que la empresa distribuidora se negó a vendérsela como 
retaliación por una demanda entablada en su contra. Teniendo en cuenta que 
el vendedor era el único que comerciaba el producto en la región, la negativa 
de este de suministrar el material puso en grave peligro a la microempresa. 
Después de un sesudo análisis sobre el abuso de la posición dominante, la 
Corte entró a analizar la función social de la empresa. Este último concepto, 
que es una de las derivaciones de la función social y ecológica de la propiedad, 
sirvió de punto de partida para manifestar que la actividad empresarial, si 
bien hace parte de las relaciones privadas, no puede ejercerse a partir de con-
sideraciones arbitrarias. Lo anterior cobra más relevancia en circunstancias 
en las que hay una relación de indefensión entre los contratantes. En esas 
circunstancias, manifestó la Corte: 
En primer lugar, al lado de la libertad económica, la Constitución le asigna a la 
empresa, como base del desarrollo, una función social que implica obligaciones. 
Sin pretender sujetar a los agentes económicos a una dirección unitaria centrali-
zada, se reconoce que su acción no solamente se justifica en términos del sujeto 
individual que ejercita legítimamente una determinada actividad, sino también de 
la economía en general. La satisfacción de necesidades de la comunidad se confía 
en un alto grado a las empresas, de las que depende el nivel de empleo y bienestar. 
De ahí que la empresa se exprese en una doble dimensión: como libertad y como 
función social. Por consiguiente, la legitimidad de una decisión empresarial no 
puede juzgarse únicamente a través del prisma de su autonomía. A esta visión, 
forzosamente deberá adicionarse la consideración de sus consecuencias sociales y 
ecológicas. La libertad de empresa cede o debe conciliarse con los valores y prin-
cipios constitucionales de rango superior. Es posible que, en un caso concreto, la 
negativa de una empresa a contratar, por su absoluta falta de justicia, objetividad, 
razonabilidad y proporcionalidad, no pueda ya ampararse en el margen amplísimo 
de discrecionalidad que al empresario garantiza la libertad de empresa, y ello sin 
duda se presenta cuando se vulneran de manera manifiesta, como se ha dicho, 
valores o principios constitucionales superiores a la libertad de empresa.
Tal y como se aprecia, la limitación de dicha autonomía se realiza por medio 
de la afectación del atributo de disposición del derecho de propiedad, el 
cual, se ratifica, no es un derecho absoluto. De tal modo, el vendedor queda 
obligado a enajenar su producto, ya que no puede poner en peligro derechos 
fundamentales que el ordenamiento jurídico considera superiores, y que se 
desarrollan a través de su actividad de empresa.
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I V.  au tonom  a  p r i va da  y  p e r s o na l i da d  j u r  d i c a
El derecho a la personalidad jurídica se constituye en una de las bases sobre 
la cual el constitucionalismo colombiano ha desarrollado todos sus plan-
teamientos concernientes a la teoría de los derechos fundamentales. En el 
actual texto constitucional, este derecho se encuentra regulado en el artículo 
14, el cual dispone: “Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica”.
Este derecho, trasciende la normatividad interna. Varios tratados inter-
nacionales de derechos humanos suscritos por Colombia contienen dispo-
siciones relacionadas con el mismo. Un ejemplo de esto es la Convención 
Americana, la cual lo contempla en su artículo [4], o el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, que lo regula en su artículo 16[5]. 
El contenido del que se ha dotado a este derecho está íntimamente rela-
cionado con la faceta del individuo como sujeto de derechos y obligaciones. 
Además de esto, se ha dicho que “comprende ciertos atributos que cons-
tituyen su esencia e individualización, tales como, el ejercicio de derechos 
civiles y políticos, la acreditación de la ciudadanía, la determinación de la 
identidad personal, el nombre, el domicilio, la nacionalidad, el estado civil, 
entre otros”6.
La conexión que la Corte ha encontrado entre la autonomía privada y 
el derecho a la personalidad jurídica se encuentra relacionada con las acti-
vidades que desempeña el individuo dentro de la sociedad y para las cuales 
necesita de servicios de terceros. Un ejemplo de esto lo podemos encontrar 
en la sentencia SU-157 de 1999, en la cual se estudió un caso en el que a un 
grupo de individuos les fueron cancelados sus contratos de cuenta corriente 
por parte de entidades bancarias. Estas últimas justificaron la terminación 
de la relación en que el contrato de cuenta corriente, según la normatividad 
colombiana, podía ser terminado por cualquiera de las partes en el momento 
4 Art. .º de la Convención Americana de Derechos Humanos: “Toda persona tiene derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”.
5 Art. 16 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Todo ser humano tiene derecho, 
en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica”.
6 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-6 de 014.
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en que lo considerara oportuno7. Además de esto había una razón subyacen-
te, que consistía en que los cuentacorrentistas se encontraban incluidos en 
la llamada “Lista Clinton”8, lo cual hacía que, de continuar con la relación 
contractual, los bancos se vieran seriamente perjudicados. 
La Corte Constitucional entró a resolver esta disputa y adujo, en primer 
lugar, que la autonomía privada de las entidades bancarias se encontraba 
seriamente limitada. Acto seguido, aclaró que esta limitación no significa que 
las entidades bancarias estén obligadas a entablar una relación con cualquier 
individuo, ya que esto acarrearía serios problemas para el sistema financiero. 
El objetivo de la limitación parte de la premisa de que los ciudadanos no su-
fran discriminaciones ni afectación a sus derechos fundamentales. Partiendo 
de estos lineamientos, manifestó la Corte: 
Todas las personas tienen vocación para ejercer su capacidad jurídica en cualquier 
actividad lícita, lo que incluye la actividad bancaria. Obviamente que esta aptitud 
está limitada por el cumplimiento de condiciones objetivas para acceder a ella, 
dentro de las cuales está una mediana capacidad económica para garantizar el 
ahorro o el depósito de sus recursos, credibilidad y seriedad del cliente, aspectos 
que garantizan la solvencia y solidez del sistema económico. 
Como consecuencia de lo anterior, se encuentra prohibida la sanción que elimine 
indefinidamente la posibilidad de acceder a las actividades económicas lícitas, dentro 
de ellas, el ingreso a la actividad bancaria. Por lo tanto, la constitucionalización de 
la personalidad jurídica implica una especial garantía a la aptitud negocial, pues la 
transgresión del núcleo esencial de este derecho fundamental apareja la protección 
inmediata de la acción de tutela.
Tal y como puede apreciarse, la Corte manifiesta que, si bien las entidades 
bancarias pueden establecer condiciones objetivas para la realización de 
negocios jurídicos, en ninguna circunstancia pueden adelantar acciones 
tendientes a expulsar definitivamente a las personas de la prestación de sus 
7 “Artículo 161. Terminación del contrato. El contrato de cuenta corriente terminará: […]
 4. A falta de plazo convenido, cualquiera de los cuentacorrentistas podrá en cada época de clau-
sura, denunciar el contrato dando aviso con no menos de diez días de anticipación a la fecha de 
aquélla […]”.
8 La denominada “Lista Clinton” funciona como una “lista negra” y hace referencia a la “Specially 
Designated Narcotics Traffickers List”, la cual prevé que cualquier persona, ya sea natural o 
jurídica, que tenga nexos con dineros producto del narcotráfico, no puede adelantar ningún tipo 
de negociación con empresas estadunidenses.
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servicios. Esto, por cuanto dichas acciones riñen con el derecho fundamental 
a la personalidad jurídica en la medida en que excluyen a los individuos de 
una actividad que es esencial en su devenir como homus economicus. 
Con esto, la Corte fija una nueva frontera a la autonomía negocial en 
virtud de la teoría del núcleo esencial de los derechos9, dejando claro que 
los bancos, en las relaciones negociales con las personas, no pueden afectar, 
so pretexto del derecho a la autonomía privada, la parte que se erige como 
intangible del derecho a la personalidad jurídica.
V .  au tonom  a  p r i va da  y  s o l i da r i da d
Finalmente, bien vale citar un caso que está íntimamente relacionado con el 
contexto colombiano y que atiende al carácter de principio fundamental de la 
solidaridad en el ordenamiento colombiano. Este es el concerniente a la exigi-
bilidad de obligaciones cuando media fuerza mayor o caso fortuito que impide 
el cumplimiento de la prestación. Más específicamente, se hace referencia al 
caso de la situación de las personas secuestradas, hecho que en Colombia tomó 
mucha relevancia en la década de 1990 debido al conflicto armado interno. 
Como consecuencia de esta situación, la Corte Constitucional empezó 
a tener conocimiento de varias acciones de tutela0 que involucraban a per-
sonas secuestradas o que habían sido víctimas de desplazamiento forzado. 
En estas se solicitaba el amparo de los derechos fundamentales a la vida y a 
la dignidad humana con base en relaciones contractuales que las respectivas 
víctimas habían suscrito con anterioridad a su situación calamitosa.
La sentencia más emblemática relativa a estas situaciones es la T-50 
de 00. En el caso, un empresario víctima de secuestro había adquirido 
un predio sirviéndose para su pago de dos contratos de mutuo celebrados 
9 Según ha señalado la Corte Constitucional, la teoría del núcleo esencial de los derechos hace 
referencia al “mínimo de contenido que el legislador debe respetar, es esa parte del derecho que 
lo identifica, que permite diferenciarlo de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad res-
pecto de la intervención de las autoridades. En sentido negativo debe entenderse el núcleo esencial 
de un derecho fundamental como aquel sin el cual un derecho deja de ser lo que es o lo convierte 
en otro derecho diferente[,] o lo que caracteriza o tipifica al derecho fundamental y sin lo cual se 
le quita su esencia fundamental. También, puede verse como la parte del derecho fundamental 
que no admite restricción porque en caso de hacerlo resulta impracticable o se desnaturaliza su 
ejercicio o su necesaria protección”. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-756 de 008.
0 Las sentencias al respecto son: T-015 de 1995, T-50 de 00, T-419 de 004, T-1 de 005, 
T-58 de 008, T-1 de 010 y T-46 de 014.
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con dos entidades bancarias diferentes. Hasta el momento de su cautiverio, 
el empresario cumplió a cabalidad con el contrato, pagando puntualmente 
las cuotas mensuales convenidas. Sin embargo, luego de ser secuestrado, la 
familia no pudo continuar cumpliendo con las cuotas del crédito debido a 
que se vio constreñida a pagar por su liberación. Cuando el empresario fue 
finalmente liberado, acudió a los bancos para solicitar una refinanciación de 
los contratos, obteniendo de estos una respuesta negativa y, sobre todo, no 
pudiendo impedir que adelantasen el cobro coactivo del crédito haciendo 
efectivas las cláusulas aceleratorias de pago con el respectivo cargo de inte-
reses remuneratorios y moratorios.
A la luz de tales circunstancias, la Corte Constitucional reflexionó sobre 
el asunto en los siguientes términos:
El principio de solidaridad impone a las entidades financieras un deber de consi-
deración hacia los deudores del sistema financiero que han sido liberados después 
de un secuestro. En desarrollo de sus actividades, estas entidades no pueden 
imponerles a los deudores que hayan sido secuestrados cargas que superen sus 
posibilidades de cumplir libre y responsablemente sus obligaciones financieras. 
Particularmente, en aquellas circunstancias en que la conducta de las entidades 
bancarias incida directamente sobre las posibilidades de readaptación a la actividad 
económica y social de estas personas1.
Como consecuencia de lo anterior, ordenó la Corte la implementación de 
los siguientes mecanismos para salvaguardar los derechos fundamentales del 
peticionario: i. La cesación de las correspondientes acciones judiciales en 
contra del deudor; ii. La prohibición de exigir el cumplimiento anticipado 
de la obligación mediante la cláusula aceleratoria; iii. La imposibilidad de 
exigir el pago de intereses moratorios, y iv. La obligación de renegociar la 
deuda a fin de que esta tuviera viabilidad de cara al pago. 
En ese orden de ideas, es claro que la Corte fundamenta que la autono-
mía privada debe ser limitada en los casos en los que el deudor se encuentre 
en situaciones límite, tal y como ocurre en los supuestos de secuestro. La 
limitación consiste en que las disposiciones contractuales convenidas por las 
partes ya no se podrán aplicar de la manera como originalmente se habían 
determinado, sino bajo estándares que permitan a la víctima de la situación 
1 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-50 de 00.
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dar cumplimiento a la obligación sin que esto desemboque en la violación 
de sus derechos fundamentales. 
c on c lu s i  n
Este panorama constitucional permite apreciar que la forma en que la au-
tonomía privada se desenvuelve en el ordenamiento jurídico colombiano ha 
cambiado, no solo por el paso del tiempo, sino por la fuerza que han tomado 
en las relaciones económicas, aun entre particulares, las diferentes disposi-
ciones, principios y derechos constitucionales que han entrado a darle una 
nueva orientación y que modifican la forma en que se proyecta el concepto.
Sus proyecciones clásicas, desde la libertad de contratar, de elegir al con-
tratante, o de fijar todas o la mayoría de las condiciones de la contratación, se 
ven fuertemente restringidas por las circunstancias que introducen nuevas 
variables a la ecuación contractual. Y estas variables obedecen a criterios 
que la misma forma de Estado impone. Al ser Colombia un Estado social de 
derecho, el ejercicio de la autonomía privada se ve fuertemente limitado por 
esta visión de sociedad. Así, conceptos como los de interés público, función 
social y ecológica de la propiedad y de la actividad de empresa, derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, o el principio de solidaridad, 
cuando entran en contacto con el contrato, condicionan de manera especial 
y específica el ejercicio de la autonomía negocial. 
Todo lo anterior sirve además de punto de reflexión. Así como la Cons-
titución refuerza la idea del ejercicio social de los derechos, los valores que 
de ella emanan obligan a repensar la manera como la economía de mercado 
funciona. Siendo el contrato el vehículo por excelencia para el intercambio 
de bienes y servicios tanto en pequeña escala como a nivel globalizado, sus 
límites no pueden encontrarse en la misma dinámica de mercado. Es cierto 
que el contrato es un instrumento de la economía, pero también es la mani-
festación de valores que la trascienden: justicia, igualdad, solidaridad, y de 
esto se hizo eco la Corte Constitucional colombiana en los pronunciamientos 
que analizamos. Abandonar la humanidad de las categorías jurídicas por 
criterios utilitaristas no solo sería contradictorio con el modelo imperante 
de Estado en Occidente, sino que debilitaría y haría precaria la visión misma 
de sociedad, de tal manera que visiones como las del juez constitucional 
colombiano no solo son coherentes, sino que además resultan necesarias de 
cara a los desafíos actuales. 
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